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Informe de fin de gestión 

Dirección General de Participación del Usuario

Presentación

En atención a lo dispuesto en la Ley de Control Interno y las directrices de la Contraloría General de la República, emitidas mediante resolución R-CO-61, por el presente rindo informe de fin de gestión, en mi condición de titular subordinado, en el puesto de Directora de la Dirección General de Participación del Usuario, que ocupé del 24 de setiembre de 2009 al 20 de setiembre de 2010. Anteriormente, ocupé el cargo de Directora a.i. de la Dirección de Protección del Usuario, hoy transformada en Dirección General.
En el informe se intenta recoger temas que han sido de especial interés en este período, para la Dirección, como parte de los aspectos que señala la resolución de la Contraloría General de la República,  a saber:
Labor sustantiva de la dirección

Objetivos específicos de la dirección
Cambios en el entorno

Autoevaluación del sistema de control interno 
Acciones emprendidas para establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema   de control interno 
Proyectos relevantes 
Administración de los recursos financieros  
Sugerencias para la buena marcha de la dirección y la institución
Observaciones sobre otros asuntos de actualidad
Cumplimiento de disposiciones giradas por la Contraloría General de la República 
Cumplimiento de disposiciones o recomendaciones de órganos de control externo 
Cumplimiento de recomendaciones de la Auditoría Interna.

De requerirse ampliación al respecto, la suscrita queda en total disposición de hacerlo.
Labor sustantiva de la Dirección

En el Reglamento interno de organización y funciones de la Autoridad Reguladora actualmente vigente, en sus artículos 29 y  30,  se indican las labores sustantivas de la Dirección General de Participación del Usuario, como sigue:
“Artículo 29. De la Dirección  General de Participación del Usuario (DGPU)

DGPU está encargada de promover un ejercicio efectivo de los derechos de los usuarios de los servicios públicos. 
Artículo 30. Funciones de la Dirección General de Participación del Usuario (DGPU)                

DGPU tiene a cargo las siguientes funciones:

1.   En materia de participación del usuario:

Promover una agenda estratégica de mejora de los servicios públicos regulados a través del fomento de la participación de los usuarios.

Realizar actividades para medir la percepción de los usuarios sobre la prestación de los servicios públicos. 

Procurar la creación de canales y espacios para que los usuarios ejerzan sus derechos.

Realizar actividades de educación, comunicación e información para que los usuarios conozcan y ejerzan sus derechos.

Fungir como consejero del usuario.

Promover la participación de los usuarios en las audiencias convocadas por la institución.

Elaborar y divulgar un informe anual sobre el estado del cumplimiento de los derechos de los usuarios de servicios públicos regulados.

Tramitar lo relativo a las audiencias públicas a que convoque la Autoridad Reguladora, desde la convocatoria hasta la elaboración del acta.

Llevar el registro de las asociaciones y otras organizaciones que se dedican a la defensa de los derechos de los consumidores, usuarios, clientes y abonados de los servicios públicos.
2. En materia de atención al usuario: 

Evacuar las consultas personales, escritas y telefónicas que se presenten ante la Institución.

Realizar gestiones para solucionar las quejas de manera conciliatoria antes de su investigación preliminar.

Remitir a las superintendencias para la investigación preliminar y posterior resolución las denuncias y las quejas que no llegaran a conciliarse.

Realizar al interior de la institución las gestiones que se requiera para que se resuelvan las quejas y denuncias que se presenten ante la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, incluyendo gestiones ante la Dirección General de Estrategia y Evaluación, el Regulador General y la Junta Directiva. 

Fungir como parte en los procesos de instrucción formal de quejas y denuncias interpuestas por usuarios.

Realizar actividades con los usuarios para conocer el efecto de las resoluciones de la Autoridad Reguladora en la solución de quejas y denuncias.

3. En materia de gestión:

Apoyar al Centro de Desarrollo de la Regulación en la elaboración de los estudios y los reglamentos que se definan de común acuerdo.

Apoyar a la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria en la instrucción de procedimientos administrativos, asesoría a los órganos superiores, en el desarrollo y la actualización de la normativa interna y en la atención de procesos judiciales.
Apoyar a la Dirección General de Estrategia y Evaluación en la elaboración de los planes e informes institucionales y en la realización de las fiscalizaciones. 

Adicionalmente, todas aquellas funciones que le asigne la Junta Directiva, el Regulador General y el Gerente General.” 

Cabe indicar que el Reglamento Interno de Organización y Funciones (RIOF) fue aprobado en abril de 2009. En él, se incluyó un transitorio que  establecía: 
“Transitorio único: Con el fin de que no se produzca ninguna interrupción o suspensión de las actividades ordinarias y extraordinarias, de las funciones y de las tareas de la Autoridad Reguladora, sus dependencias continuarán realizando las actividades, funciones y tareas que actualmente realizan, hasta que el Regulador General disponga otra cosa. El Regulador dispondrá de seis meses a partir de la vigencia de este Reglamento para implementar los cambios.” (El resaltado no corresponde al original).
El plazo fue posteriormente  extendido a doce meses y finalmente a dieciocho meses, mediante acuerdos de la Junta Directiva de la ARESEP, el último de ellos adoptado el 8 de abril de 2010.
En el oficio 280-RG-2009, de 30 de setiembre de 2009, se indica:

“La Dirección General de Participación del Usuario continuará realizando las actividades, funciones y tareas que a la entrada en vigencia del referido Reglamento, venía realizando la Dirección de Protección al Usuario, así como las funciones establecidas en los artículos 29 y 30 de dicho Reglamento.

La Dirección General de Participación del Usuario continuará tramitando, como hasta la fecha lo ha hecho, las quejas, controversias y denuncias presentadas por los usuarios de los servicios públicos regulados, hasta tanto no se disponga lo contrario”.
Por tanto,  a partir del 1 de octubre de 2009, la Dirección General de Participación del Usuario (DGPU) se ha esforzado por atender las labores sustantivas que venía realizando según la anterior reglamentación,  y atender, dentro de las posibilidades, las nuevas funciones señaladas en el RIOF aprobado en 2009. Al contar con la misma cantidad de  personal formalmente asignado, dos de cuyos funcionarios solicitaron permiso por período de seis meses, sin ser reemplazados en ese período, no ha sido posible atender la totalidad de las funciones asignadas a la Dirección.

Este ha sido el caso, específicamente, de los puntos a), b) y g) del inciso 1, en materia de participación del usuario. 
En cuanto a las funciones del inciso 2, lo indicado en los puntos c), d) y e) no debió atenderse, en razón de que la Dirección continúa hasta la fecha con la instrucción de los procedimientos administrativos de queja, y la investigación preliminar de las denuncias que recibe de usuarios de los servicios, funciones éstas que en un futuro serán trasladadas a las superintendencias y la Dirección General de Asesoría Jurídica. La atención del punto f), inciso 2, no ha podido ser atendida a cabalidad, por el volumen de trabajo que aún mantiene la Dirección en materia de quejas y denuncias.

Adicionalmente, en materia de gestión –inciso 3- se han atendido tareas en áreas específicas que han sido requeridas de la Dirección, como el apoyo en el proceso de escaneo y digitalización de expedientes, a cargo de otras dependencias de la institución; y lo requerido por directrices de gobierno, en materia de simplificación de trámites. 
Cambios en el entorno

Debe destacarse el cambio en el ordenamiento jurídico que se produjo con la Ley 8660, Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, de julio 2008.  La Ley 7593 fue modificada en distintos aspectos, con cambios importantes en el artículo 36, referente a las audiencias públicas cuya organización está a cargo de la hoy Dirección General de Participación del Usuario. 
Variaron los requisitos para la presentación de posiciones en los procesos de audiencia, más flexibles ahora, la forma y tiempo en que pueden presentarse, se dispuso la facultad de solicitar la designación de peritos que apoyen a los usuarios en la presentación de posiciones técnicamente fundamentadas. Estos cambios significaron ajustes en el quehacer de la Dirección a partir de este año,  en los que todavía se trabaja.

Se estableció como una de las funciones del Regulador General la promoción de la participación ciudadana en los procesos regulatorios, por lo cual, desde entonces, y especialmente en la revisión del Reglamento de Organización y Funciones, se ha puesto énfasis en el esfuerzo que en este sentido debe realizar la Dirección de Participación del Usuario.

El cambio en la Ley no se hizo acompañar de una modificación al Reglamento, que se ajuste a las nuevas disposiciones legales, y que responda a condiciones que han cambiado desde su promulgación. En lo relativo a los procesos de audiencia y consultas públicas, la Dirección ha elaborado una propuesta de reglamento acorde con la normativa vigente, y que permita brindar mayor seguridad a los procesos regulatorios.

En 2009 se emitió el Reglamento al Título II de la Ley 8660, mediante Decreto No  35148-MINAET. Este Reglamento, si bien pretendía reglamentar lo relativo al Instituto Costarricense de Electricidad, alcanzó algunos artículos de la Ley de la Autoridad Reguladora, y redujo los plazos con que se analiza la admisibilidad de las peticiones tarifarias y los plazos de resolución de las fijaciones tarifarias de carácter extraordinario. Este tipo de fijaciones son abiertas a la participación ciudadana, a través de procesos de consulta pública, que organiza la Dirección de Participación del Usuario. 

Lo dispuesto en el Decreto ha obligado a distintas dependencias institucionales y a la Dirección, a hacer ajustes en sus plazos y procedimientos,  lo cual resulta muy difícil, e imposible en períodos en que la institución cierra sus puertas, como ocurre con motivo de vacaciones de fin de año y Semana Santa. La vigencia de esta disposición pone en riesgo el cumplimiento de nuestras funciones dentro de los plazos señalados, un tema sobre el que interesa promover una revisión.

3. Objetivos específicos que debe alcanzar la Dirección 
Los objetivos operativos establecidos para la Dirección en 2010, vinculados al Plan Estratégico Institucional 2007-2010, se indican en el siguiente cuadro.
	DGPU: Objetivos de rutina 2010

	Actividad
	Meta
	Indicador

	Atender consultas
	Atender oportunamente las consultas, telefónicas, escritas o personales
	Número de consultas atendidas

	Conciliar quejas
	Realizar los procesos iniciales de atención de quejas
	Quejas recibidas

	Programar y realizar las 
audiencias públicas
	Coordinar todo lo relativo a la realización de las audiencias
	Audiencias realizadas

	Realizar las gestiones administrativas
	Realizar las actividades administrativas que requiere la dirección
	Gestiones realizadas


A lo largo del período, se ha cumplido con las actividades señaladas. 

En la atención de consultas, cabe destacar que desde julio de 2009 opera el servicio de centro de atención de llamadas, a través del cual se reciben muchas de las consultas telefónicas, las que pueden ser evacuadas directamente o, si el caso lo amerita, son respondidas por escrito posteriormente. Este servicio ha permitido atender a mayor número de usuarios en forma simultánea, y con menores tiempos de respuesta. En 2009, el número de consultas telefónicas atendidas fue de 12.605; por escrito, se atendieron 932. 

Al mes de setiembre de 2010, se han atendido 11.542 consultas telefónicas, y se han respondido 614 consultas por escrito. 
En cuanto a las quejas, no solo se ha cumplido con la etapa de conciliación sino que, en los casos en que no se logró conciliar, fue abierto un procedimiento administrativo, cuyo trámite estuvo a cargo de la Dirección, por cuanto esta función no ha pasado a otras áreas, como dispone el RIOF. 

Durante el presente año se han abierto 161 expedientes de queja.
No aparece explícito en los objetivos la atención que la Dirección ha dado a las denuncias recibidas, por condiciones de prestación de los servicios públicos. En DGPU se lleva a cabo la investigación preliminar de los hechos denunciados, tarea que significa un esfuerzo importante para la Dirección. Una vez realizada la investigación preliminar, se remiten los casos a la Dirección General de Asesoría Jurídica, a la que ha correspondido analizar la procedencia o no de apertura de procedimientos sancionatorios. 

Las solicitudes de convocatoria a audiencia pública han sido atendidas. A la fecha, se han realizado 107 audiencias públicas (las audiencias por videoconferencia, que hasta la fecha son 6, requieren realizar la actividad en 8 lugares más, además de San José. Si se las contabiliza como 8, el número asciende a 155). Ello involucra determinar la fecha y lugar idóneo para su realización, encargar la publicación en medios de circulación nacional de acuerdo con el plazo establecido en la Ley, recibir las oposiciones y coadyuvancias que se presenten, brindar a usuarios el apoyo requerido a través de la consejería del usuario, llevar a cabo la audiencia, levantar acta de ella e informe sobre la participación recibida, los que debe conocer la Dirección de Servicio que corresponde (Energía, Agua y Ambiente o Transporte) o la Superintendencia de Telecomunicaciones.

Asimismo, se han convocado y organizado 11 procesos de consulta pública, con motivo de los estudios tarifarios de carácter extraordinario, la mayoría de los cuales corresponde al sector de combustibles (un proceso de consulta por mes).

Las gestiones administrativas necesarias fueron llevadas a cabo en el período, se respondió a las solicitudes e indicaciones de otras dependencias de la institución y de órganos externos; desde la Dirección se comunicó a las áreas pertinentes las necesidades, y  posiciones de la Dirección sobre distintos temas de interés.
En 2009, se establecieron como objetivos operativos vinculados al PEI 2007-2010, los siguientes:

	DGPU: Objetivos operativos 2009

	Producto
	Objetivo específico
	Meta
	Indicador

	Participación ciudadana
	Incrementar la participación de los usuarios en las audiencias públicas
	Incrementar en un 20% la participación/asistencia a las audiencias públicas seleccionadas dentro del proyecto
	Cantidad de personas que participan/asisten a las audiencias públicas

	Funciones asignadas
	Realizar las actividades administrativas necesarias para apoyar el desempeño de las funciones regulatorias de la Dirección
	Obtener informes semestrales sobre la evaluación de la gestión
	Informe semestral


Con respecto al objetivo de incrementar la participación en audiencias públicas, las cifras alcanzadas en 2009, en relación con las alcanzadas el año anterior, fueron las siguientes:
	DGPU: Participación en audiencias públicas

2008-2009

	Concepto
	2008
	2009

	Total de audiencias 
	255
	299

	Total de participantes en audiencias
	3791
	4192

	Total de posiciones presentadas
	860
	996

	Promedio de participantes por audiencia
	8,9
	14

	Promedio de posiciones por audiencia
	3,4
	3,3


El total de participantes en audiencias aumentó, en 2009, en un 10,6%, sin embargo, el promedio de participantes por audiencia fue de un 57%. 
Es importante señalar que, en los objetivos para 2009 se había planteado un incremento del 20% en la participación en “las audiencias  públicas seleccionadas dentro del proyecto”. Ello hace referencia al proyecto que se definió para ese año, en el que, en una primera etapa, se llevarían a cabo 2 estudios: encuesta y sesiones de grupos focales, sobre el grado de conocimiento y participación de las personas en los procesos regulatorios. La información obtenida como resultado de estos estudios permitiría diseñar una estrategia para incrementar la participación en procesos de audiencia pública específicos. Los estudios fueron completados en el año 2009, sin embargo, al haber requerido más tiempo del proyectado inicialmente, se estimó que no sería posible completar el diseño de la estrategia y ejecutarla en ese mismo año, por lo que los recursos destinados a ese fin fueron trasladados, con el propósito de ser empleados en campañas de información a los usuarios, por otra dependencia. 
Se realizaron esfuerzos como el envío de invitaciones a asociaciones de desarrollo de las comunidades y otros entes interesados, comunicaciones en lugares públicos, etc; sin embargo, debe reconocerse también que la participación depende del interés de la población y aquí, parte de lo que podría incrementar este rubro, es un esfuerzo de capacitación e información constante a la población, que será posible atender adecuadamente en el marco de las nuevas funciones que  asumirá la Dirección General de Participación del Usuario, según lo establece el nuevo RIOF. 

Para el 2010 se había propuesto un proyecto que pretendía fortalecer la participación dirigida a las audiencias nacionales (por video conferencia), no obstante, no se aprobó. Pero se ha continuado realizando esfuerzos con el personal y recurso interno disponible, tendientes a motivar la participación efectiva de los usuarios en los procesos. Cuando se trata de audiencias que por primera vez se llevan a cabo en una comunidad o región, de casos especiales (solicitudes tarifarias muy altas), o a solicitud de grupos de usuarios, se han visitado comunidades para explicar los alcances de la petición tarifaria, y los medios que tienen los usuarios a disposición, para manifestar su posición al respecto. 
Más allá de la asistencia a las audiencias públicas, interesa revisar las cifras de oposiciones o coadyuvancias presentadas en estos procesos. En 2008 se obtuvo cifras  sustancialmente mayores al  período anterior (en 2007, el total de posiciones fue 201, y el promedio por audiencia de 1,6 posiciones), en lo que pudo incidir, en buena medida,  la apertura en los requisitos de participación que se dio en la normativa, al permitir la participación oral en las audiencias, sin requisitos previos. Para mantener y aumentar este mejor resultado, se estima necesario realizar  esfuerzos de motivación y capacitación por parte de la Dirección General de Participación del Usuario, así como de consideración analítica de cada posición por parte de las direcciones técnicas, esfuerzos a los que será posible dedicarse con mayor ahínco, en el marco del nuevo RIOF. En 2009, el promedio de posiciones por audiencia se mantuvo en 3,3.
Autoevaluación del sistema de control interno

Riesgos principales

Los riesgos más importantes que durante este período se  han detectado en la Dirección tienen que ver, en primera instancia,  con los procesos de audiencias públicas, los que son de gran relevancia para la institución.

Audiencias públicas

Debió prestarse especial cuidado y atención a estos procesos, especialmente a partir del cambio en la normativa que se dio con la modificación de la Ley 7593 mediante la Ley 8660, Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, sin que se haya modificado el Reglamento a la Ley de la Autoridad Reguladora.

En este sentido, la Dirección debió implementar ajustes en los procedimientos, acordes con la nueva legislación, y proponer una reglamentación que brinde el respaldo necesario a estos delicados procesos.

Se han adoptado también medidas adicionales de control en la elaboración de las convocatorias y su revisión, y levantado listados detallados de actividades necesarias para la organización de las audiencias y consultas públicas, los que se espera formalizar en manuales de procedimientos actualizados, una vez se cuente con nueva reglamentación aprobada.

Cabe mencionar un elemento adicional, referente a las consultas públicas. En 2009, mediante Decreto No  35148-MINAET, se emitió el Reglamento al Título II de la Ley No  8660, que si bien pretendía reglamentar lo relativo al Instituto Costarricense de Electricidad, alcanzó algunos artículos de la Ley de la Autoridad Reguladora, y redujo los plazos con que se analiza la admisibilidad de las peticiones tarifarias y los plazos de resolución de las fijaciones tarifarias de carácter extraordinario. Este tipo de fijaciones son abiertas a la participación ciudadana, a través de procesos de consulta pública, que organiza la Dirección de Participación del Usuario. 

Lo dispuesto en el Decreto, por tanto, obligó a distintas dependencias y a la Dirección a hacer ajustes en sus plazos y procedimientos, con el propósito de cumplir con la disposición, aunque ello resulta muy difícil, y no fue posible en períodos en que la institución cerró sus puertas, con motivo de vacaciones de fin de año y la Semana Santa. La vigencia de esta disposición pone en riesgo el cumplimiento de nuestras funciones dentro de los plazos señalados, un tema sobre el que nos hemos manifestado, y en el que interesa promover una revisión.

Mayor apertura de los procesos de audiencia, más información de la población con respecto a las audiencias públicas,  la legislación y jurisprudencia constitucional, han llevado a interesados a presentar recursos de amparo contra los procesos de audiencia los que, de darse con lugar, pueden llevar a la suspensión de una audiencia, o retrotraer el proceso, y realizarla de nuevo. 

La Dirección ha brindado la información  necesaria al responder a estos recursos, y ha sido atenta  a las disposiciones de la Sala Constitucional al respecto, con el propósito de minimizar las posibilidades de recurrir los procesos,  ofrecer mayores facilidades para la 

participación ciudadana en atención a lo que señala la normativa, pero con el debido cuidado en el uso de los recursos públicos, y respeto a los principios de razonabilidad, efectividad, eficacia y eficiencia en la disposición de los recursos.

Atención de quejas y consultas.
Un segundo aspecto es el referente a las quejas y consultas. Se reconoce la importancia de brindar respuestas oportunas a quienes las plantean, y el riesgo que existe, ante el volumen que se recibe y tramita en la Dirección, de que se produzcan atrasos. Por tanto, se giró instrucción a los funcionarios para que toda solicitud sea respondida a más tardar en los diez días hábiles posteriores a su recepción; en los casos en que se requiera mayor información y tiempo para evacuar el asunto planteado, así puede indicarse al usuario, pero igualmente debe darse un acuse de recibo dentro del plazo señalado.

Además, se lleva un control periódico de los trabajos asignados a los distintos funcionarios, con el propósito de verificar la atención que se les da, llamando la atención sobre aquellos que han requerido tiempo en exceso.

En el último período, se implementó la herramienta Sharepoint, que permite conservar la información (oficios) que produce la Dirección, así como otros documentos de interés en la atención de consultas y quejas de usuarios de los servicios. El acceso a la información, y su seguridad, son ahora mayores, más ágiles y económicos. Además, puede darse trazabilidad a la gestión de los documentos, se conoce quién lo originó, quién lo revisó y aprobó, el tiempo que toma cada acción, y los cambios realizados.

Evaluación del control interno

En agosto de 2010, la Comisión de Control Interno institucional pasó el cuestionario de evaluación del sistema de control interno, como esfuerzo por analizar el control  en cada área de la institución. Los funcionarios de la Dirección llenamos el cuestionario, no se tiene aún los resultados de la evaluación;  las recomendaciones que surjan servirán para mejorar el sistema a futuro.

A continuación, se indican las valoraciones hechas por la suscrita con respecto a los aspectos evaluados:

-Ambiente de control
A-4-5-6: Si bien no se han llevado a cabo actividades o acciones específicas tendientes a fomentar esos valores, recordar y aplicar la misión, visión, principios institucionales, lo cierto es que se aplican diariamente en el quehacer del área, orientada al usuario, en las distintas funciones.//A-7-8. A partir de los recursos disponibles para capacitación, y las necesidades de la dependencia, se trata de dar participación con oportunidades iguales, pero atendiendo a lo que se requiere y es posible, lo que no significa que todos puedan contar con la misma capacitación, ni en un mismo período.//A-9-10-11. Hay propuesta de organización planteada con miras a nuevas funciones en RIOF; 2 funcionarios designados para coordinar 2 de las áreas, pero estas áreas no han sido aún conformadas, lo que es importante para atender funciones asignadas. Se informó a los funcionarios de los posibles cambios en la organización, con áreas funcionales propuestas, lo que se implementaría una vez se apruebe esta, y se asuman las nuevas funciones, aún pendiente. No se continúa con esta discusión actualmente; sí se le ha solicitado a las 2 personas que asumirían coordinación de área, planificar su trabajo con miras al cambio próximo.
-Valoración del riesgo

Se han adoptado medidas específicas para atender riesgos importantes, por ejemplo,  en lo relativo a audiencias públicas: contenido de convocatorias, condiciones de organización, propuesta de reglamentación acorde con Ley; en lo relativo a atención de quejas y consultas, se lleva control de casos ingresados y asignados, evaluación de casos atrasados, disposición de que, a lo sumo, dentro de 10° día hábil debe informarse al interesado de su gestión; registro de llamadas recibidas con consultas por temas (sectores de servicio), del que la empresa contratada reporta mensualmente, se monitorean estos reportes y situaciones especiales que se presentan. Falta difundir a lo interno de la dirección y a la Administración, sobre estos instrumentos, seguimiento, etc.
-Actividades de control
Se han adoptado medidas antes situaciones de riesgo importantes, de las que están más conscientes algunos funcionarios, además de la coordinadora general, quienes están más a cargo de algunas funciones, por ejemplo, en audiencias públicas; pero falta recalcarlas, recordarlas en general a todos los funcionarios, e interiorizar la cultura de autocontrol, a nivel general.

-Sistemas de información

D.2, fue incorporado en este período la herramienta Sharepoint, para facilitar la consulta y conservación de la información relevante, y se utiliza también en gestión de los documentos que elabora la dependencia. D.3 Ante reporte de situaciones, DETI revisa y resuelve lo posible. Tenemos necesidades importantes de renovación de equipo, hardware y software, parte del cual está incluido en compras de este periodo, pero aún pendiente, y el resto sería atendido en próximo período: son necesidades que desearíamos poder solventar en el muy corto plazo, pero se entiende no es posible. D.4: de acuerdo a necesidades pero también posibilidades institucionales. D.6-7. Se comunica, desde la dirección, los cambios y situaciones que se presentan y atañen al quehacer de los funcionarios, según funciones que atienden,  algunos funcionarios manifiestan querer más información, del quehacer general e institucional.

-Comunicación

La dirección se propone informar de los cambios y decisiones que afectan al quehacer del área, y está abierta a escuchar inquietudes, pero algunos funcionarios sienten que requieren más y distintos espacios.
-Seguimiento

 Falta más interiorización del tema a nivel del funcionario individual, hay (más) fuerte recargo      en coordinación general de la dependencia. La organización propuesta para la dirección, en áreas funcionales, deberá acompañarse de una asignación de funciones y responsabilidades  que asumirán en mayor grado otros funcionarios (coordinadores), algo importante para un mejor desempeño general.
-Evaluación general de control interno

       Buena.

       Se identifican esfuerzos por realizar hacia adelante, en distintas líneas.”
Acciones emprendidas para establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el 

sistema de control interno

Como se dijo en el aparte anterior, se considera que los riesgos más importantes que ha enfrentado la Dirección en el período,  tienen que ver con los procesos de audiencias públicas que tiene a su cargo y la atención oportuna de quejas y consultas que recibe y tramita.

Audiencias Públicas

En materia de audiencias públicas, la reforma a  la Ley 7593 (mediante Ley 8660) significó cambios muy importantes en las condiciones en que deben llevarse a cabo estos procesos.  En este sentido, la Dirección debió implementar ajustes en los procedimientos, acordes con la nueva legislación, pero lo más importante, elaboró una propuesta de reglamentación que brinde el respaldo necesario a estos delicados procesos. La propuesta fue conocida y se encuentra actualmente en análisis en la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora.

Se han adoptado también medidas adicionales de control en la elaboración de las convocatorias y su revisión, y levantado listados detallados de actividades necesarias para la organización de las audiencias y consultas públicas, los que se espera formalizar en manuales de procedimientos actualizados, una vez se cuente con nueva reglamentación aprobada.

Todo lo anterior, con el propósito de cumplir con las funciones asignadas en apego a la legislación vigente, brindar mayor seguridad a los procesos a cargo de la Dirección, y minimizar las posibilidades de error.

Atención de quejas

El segundo aspecto en el que se han detectado riesgos de importancia es el referente a las quejas, las que deben ser  respondidas en forma oportuna. Debido al volumen de estos planteamientos que se recibe y tramita en la Dirección, de que se produzcan atrasos. Por tanto, se giró instrucción a los funcionarios para que toda solicitud sea respondida a más tardar en los diez días hábiles posteriores a su recepción; en los casos en que se requiera mayor información y tiempo para evacuar el asunto planteado, así puede indicarse al usuario, pero igualmente debe darse un acuse de recibo dentro del plazo señalado.

Además, se lleva un control periódico de los trabajos asignados a los distintos funcionarios, con el propósito de verificar la atención que se les da, llamando la atención sobre aquellos que han requerido tiempo en exceso.

En el último período, se implementó la herramienta Sharepoint, que permite conservar la información (oficios) que produce la Dirección, así como otros documentos de interés en la atención de consultas y quejas de usuarios de los servicios. El acceso a la información, y su seguridad, son ahora mayores, más ágiles y económicos. Además, puede darse trazabilidad a la gestión de los documentos, se conoce quién lo originó, quién lo revisó y aprobó, el tiempo que toma cada acción, y los cambios realizados.

Logros

En opinión de la suscrita, pueden destacarse los esfuerzos realizados por la Dirección  para ajustarse, en corto tiempo, a las nuevas condiciones del ordenamiento jurídico en el tema de audiencias públicas y participación ciudadana, así como los esfuerzos realizados por atraer a un mayor número de personas, informarles y motivar su participación en los procesos, estos esfuerzos han rendido frutos visibles en las cifras que miden la participación.

En línea con las funciones que le son asignadas en el nuevo RIOF, se está dando una mayor proyección a la dependencia hacia afuera de la institución, acercándose a organizaciones de usuarios, que son un aliado estratégico para la Dirección y la institución. La comunicación y acercamiento a esas organizaciones y comunidades será mayor, cuando la Dirección pueda centrarse en las nuevas funciones asignadas.
La coordinación de la Dirección con las direcciones técnicas de la institución ha sido un elemento clave para llevar a cabo el trabajo, y ha permitido el logro conjunto de resultados positivos para la institución como un todo. La idea que ha existido, de que las distintas dependencias institucionales funcionan como “islas” debe combatirse,  ello dificulta el cumplimiento de las funciones; desde la Dirección, la señal que se ha dado es que estamos todos los funcionarios y la institución comprometidos con los mismos objetivos. 
Se ha colaborado, desde la Dirección, en esfuerzos que lideran otras áreas, con el propósito de alcanzar los resultados que interesan a la institución con prontitud. Por ejemplo, en el proceso de digitalización de expedientes.

La anterior  DPU, hoy Dirección General en proceso de desarrollo y fortalecimiento, se ha logrado  posicionar muy bien a lo interno de la institución, gracias, en parte,  al esfuerzo que han realizado sus funcionarios por hacer ver la importancia que tiene la participación ciudadana en la regulación de los servicios públicos, y gracias al interés que la Administración y las distintas áreas prestan en este sentido. La Dirección es consultada al respecto de diversos temas y es  parte de muchas decisiones en asuntos que llevan otras áreas de la institución, oportunidades en las que DGPU puede transmitir  la perspectiva de los usuarios.
Como logros específicos, se mencionan los siguientes:

Elaboración de proyecto de Reglamento de audiencias y consultas públicas, que ya ha sido presentado a la Junta Directiva. Este incluye propuestas para implementar disposiciones que tiene la Ley 7593 modificada en 2008, en lo referente a las condiciones de participación en audiencias, asignación de peritos, e incorpora el tema de las consultas públicas.
Implementación de nuevo sistema de recepción de consultas telefónicas, mediante un centro de contactos que opera desde julio 2009. Protocolo de respuestas a las consultas más frecuentes, que da uniformidad en la atención que reciben los usuarios, y cortos tiempos de respuesta.
Implementación de la herramienta Sharepoint, que apoya la atención de consultas y quejas de usuarios, guarda la información, y facilita la gestión documental.
Consolidación del sistema de audiencias públicas por videoconferencia, las que se llevan a cabo en convenio suscrito con el Poder Judicial.
Se ha propuesto una nueva organización para la Dirección General, acorde con las funciones y procesos que tiene a cargo en el nuevo RIOF, y que permita cumplir con ellos de manera eficiente. La propuesta consiste en mantener una coordinación general de la Dirección, y conformar 4 áreas funcionales, a saber:

Atención del usuario

Audiencias públicas

Consejería del usuario

Promoción de la participación.
A solicitud del Regulador General, se elaboró propuesta de convenio con otras instituciones, que permita brindar a los usuarios nuevos canales y medios para presentar sus planteamientos ante la ARESEP.

Propuesta de modificación a los requisitos para la presentación de quejas por parte de los usuarios de los servicios públicos, que brinde mayores facilidades y permita el uso de nuevas tecnologías.
En materia de simplificación de trámites, la Dirección, junto con el Departamento de Tecnologías de Información, han estado a cargo de la atención de las directrices de gobierno. Desde la Dirección, se ha colocado la información de la institución en el catálogo digital del MEIC, así como en la página web de la ARESEP.

Proyectos relevantes

Se mencionan los siguientes:
En este período, se implementó el uso de la herramienta Sharepoint en la Dirección, la que ha permitido conservar la información que se produce en la Dirección (oficios) y en otras dependencias de la institución, de manera que sean fácilmente accesibles para los funcionarios y el centro de contactos, en la atención de consultas de usuarios. Además, ha significado una mejoría considerable en la gestión documental de la Dirección, porque permite realizar el proceso de presentación, revisión y aprobación final de documentos en forma más ágil y económica, en línea con la cultura de “cero papeles”, y da trazabilidad de todos los documentos. 
Está en proceso de elaboración, a cargo de 3 funcionarios de la Dirección, una propuesta de proyecto para promover la participación ciudadana en las audiencias públicas por videoconferencia. Esta es la etapa siguiente al proyecto que inició con 2 estudios (encuesta y sesiones de grupos focales) que estuvieron a cargo de la empresa Demoscopía. Los resultados obtenidos son el insumo para la elaboración del proyecto que deberá implementar la Dirección, tarea en la que será necesario disponer de recursos (no disponibles en 2010).
En el proyecto  institucional de Expedientes digitales, a cargo del Archivo Central y el Departamento de Tecnologías de Información, la Dirección ha tenido participación,  apoyando los esfuerzos tendientes a lograr un rápido avance y facilitando expedientes, con el propósito de que tanto usuarios internos como externos se vean beneficiados con esta importante facilidad.
Administración de los recursos financieros 

De acuerdo con el control de ejecución presupuestaria que realiza el Departamento de Finanzas de la Dirección Administrativa Financiera de la Autoridad Reguladora, la ejecución del presupuesto asignado a esta Dirección, en 2009, fue de un 81,13%.
Interesa señalar que, de las cuentas que administra esta Dirección, la partida de Información es la más importante, porque es la que financia la publicación de convocatorias a audiencias y consultas públicas, que implica gastos considerables por la cantidad de estos procesos que se organiza.

Es una partida que tradicionalmente se ejecuta en muy alto porcentaje al final del período, pero durante el año se debe reforzar y en montos importantes, porque la asignación inicial de recursos resulta insuficiente. Al presupuestar esta partida, no debe limitarse a los porcentajes admitidos para la generalidad de rubros, acorde con la inflación anual. El crecimiento de la partida es difícil de prever, porque no es posible determinar cuántas peticiones serán presentadas por las empresas, así como situaciones que se presentan en el año, que ameritan consultas especiales, así como estudios tarifarios a nivel nacional.
Prácticamente agotada en el mes de agosto de 2010, esta partida debió ser reforzada con un alto monto en el pasado mes de setiembre, mediante modificación presupuestaria. 

La partida de suplencias no se ha utilizado, porque no llegaron a sustituirse los 2 funcionarios que estuvieron con permiso por varios meses del período. 

La partida de recargo de funciones tampoco ha sido utilizada, por cuanto no se ha nombrado con este recargo a funcionaria de la Dirección, pero posiblemente será necesario en los próximos días.
Las partidas relativas a transporte y gastos en el exterior tendrán movimiento próximamente, por actividad a la que podría asistir funcionaria de la Dirección, fuera del país, en el mes de noviembre.

Las partidas de capacitación se espera tengan el mayor movimiento hacia el final del período, por esfuerzos que se realizan para lograr una capacitación para un grupo de funcionarios, en el tema de conciliación de quejas.

Sugerencias para la buena marcha de la dirección y la institución
La Dirección
La Dirección y la institución se verán beneficiadas con la plena entrada en vigencia del RIOF aprobado en 2009. El énfasis que se hace en las funciones de participación para DGPU le permitirá centrar sus esfuerzos en lo que es su quehacer principal.
Reorganización de la Dirección. Se ha propuesto la siguiente estructura:
Dirección

Coordinación General
4 áreas funcionales:    Atención al usuario (incluye Plataforma de Servicios)



 Audiencias públicas




 Consejería del usuario




 Promoción de la participación

Cada una de las áreas funcionales, a cargo de un coordinador. Están nombrados 
los coordinadores de las áreas de Audiencias públicas y Consejería, falta por nombrar los coordinadores de Atención al usuario y Promoción de la participación, y distribuir al personal entre las áreas.
Disponer de mayores recursos que permitan cumplir adecuadamente con las funciones asignadas.

Recurso humano: La Dirección está en capacidad de asumir las nuevas funciones a partir del personal disponible, pero de requerirse parte del personal en otras direcciones, es importante que éste sea sustituido por  otros funcionarios, de forma que no se vea reducida la capacidad de la dependencia.

Con la idea de desarrollar una plataforma de servicios que atenderá la DGPU, es importante considerar la necesidad de contar con personal de apoyo. Tres profesionales: en derecho, sociología/ciencias políticas y economía son necesarios para fortalecer las áreas de atención al usuario y promoción de la participación.
Es importante llevar a cabo un estudio que permita definir, a la luz de las nuevas funciones, el perfil del personal que requiere la Dirección para cumplir con sus funciones. En esta labor, se requiere el apoyo de la Dirección General de Evaluación y Estrategia.

Como personal de apoyo, se requieren 2 gestores, para apoyar la atención al usuario y el área de audiencias públicas, para la recepción de posiciones por parte del público y apoyar en la realización de la actividad.

Se ha solicitado 1 chofer que pueda asignarse a la Dirección, para el traslado a las audiencias públicas en primera instancia, y a otras actividades de capacitación y comunicación que se realicen en las comunidades. El personal con que cuenta el área de Servicios Generales – Transportes de la institución es limitado, y las demandas de las distintas áreas son muchas. Esta Dirección tiene una necesidad importante en este sentido, y función que no puede desatender.

Recursos materiales: Se requerirá disponer de recursos para llevar a cabo programas de capacitación a usuarios y actividades de información.

Se ha señalado también la importancia de contar con un vehículo que reúna ciertas condiciones para llevar a cabo estas actividades.
Reglamento de audiencias y consultas públicas, la propuesta se encuentra en análisis en la Junta Directiva.
Actualización de los manuales de procedimientos de la Dirección.
Modificación en los requisitos de presentación de quejas, la propuesta ya fue presentada, y es tema que será analizado por la Junta Directiva.

La institución
Reglamentación de la Ley. Actualizar el reglamento, en atención a la modificación de la Ley 7593 y nuevas condiciones.

En particular, con respecto a la presentación de quejas de usuarios, podría considerarse una modificación, en la Ley y el Reglamento, que establezca que los usuarios deben presentar sus quejas por la prestación de los servicios públicos, en primera instancia ante los prestadores mismos. Si no reciben respuesta en el plazo determinado, o no le satisface la respuesta recibida, acudir entonces a la Autoridad Reguladora. Actualmente, se establece que pueden presentarse directamente en la ARESEP.

Una disposición como la propuesta fue adoptada recientemente para el sector de telecomunicaciones, en la Ley 8642. Y tiene mucho sentido, en mi opinión, porque de esta forma se acude a quien debe responder en primera instancia, por problemas en la prestación del servicio; es también, quien más rápidamente puede resolver la inconformidad. Es  una responsabilidad que debe asumir el prestador en primer lugar. Y el ente regulador entra a apoyar cuando la primera acción no es satisfactoria. Esto permitiría además una economía de recursos de distintos entes, que en ocasiones están comprometidos todos a la vez, en un mismo caso.
Revisión de otros aspectos de la normativa que deben ser revisados, y promover desde la institución su modificación, como son:
Plazos para el análisis de la admisibilidad de peticiones tarifarias y plazos para la resolución de estudios tarifarios extraordinarios. Ambos modificados por el Reglamento al Título II de la Ley 8660, mediante Decreto N° 35148-MINAET.
Plazo para la resolución de los estudios tarifarios del sector transporte, en modalidad autobús. Se ha aplicado hasta ahora el plazo que establece la Ley 3503; en nuestra opinión, correspondería aplicar el plazo que establece la Ley 7593, como ocurre con los demás sectores de servicios. Son numerosos los recursos de amparo que se han presentado contra la ARESEP por este motivo, en los que se ha explicado por parte de la Dirección Jurídica la posición de la institución, pero el tema no ha sido suficientemente comprendido y resuelto en la dirección deseada, por parte de la Sala Constitucional. Un cambio en este sentido será de gran beneficio para la regulación, en primer lugar, para los usuarios, que contarán con plazos mayores para su participación, también para la institución, que dispondrá de más tiempo para analizar la petición y las posiciones, lo que contribuirá a tomar las mejores decisiones.
Revisión de condiciones en que se reciben las denuncias sobre la prestación de los servicios en la institución. De ser posible, se estima conveniente establecer algunas condiciones básicas que orienten la labor de investigación que debe realizarse, previa a la apertura de un procedimiento, y que den mayores posibilidades de éxito a las gestiones que presentan los denunciantes.
Impulso al proyecto de Expedientes digitales, a cargo del Archivo Central y el Departamento de Tecnologías de la Información. Este proceso requiere mayor apoyo, el área de Archivo Central necesita más personal para dar soporte a las labores de control de calidad y otras que lleva a cabo, para lograr que avance al ritmo deseado. Debe definirse si, a futuro, las labores de digitalización y escaneo de imágenes se realizarán internamente, en cuyo caso se requiere desarrollar la capacidad institucional para hacerlo, disponer del personal necesario.
Este proyecto es de gran interés institucional, y para DGPU en particular, porque permitirá brindar una facilidad muy importante a los usuarios que deseen conocer los expedientes, sin tener que apersonarse a la institución.

Revisión de trámites de la institución, y ajustes para lograr que estos sean más expeditos y se ajusten a los criterios de razonabilidad y eficiencia para los usuarios. Esto en cumplimiento con las directrices de la Administración, área en la que participan la Dirección de Participación del Usuario y el Departamento de Tecnologías de Información.

Internalizar, en las distintas áreas de la institución, la perspectiva de los usuarios de los servicios públicos en la regulación. 
Calidad de los servicios. Cada vez más los usuarios reclaman incumplimientos en aspectos de calidad, que consideran no van de la mano con los ajustes tarifarios. La institución realiza esfuerzos por vincular más precio y calidad; los resultados serán valorados positivamente por los usuarios.
Fiscalización de servicios. Las competencias que la ARESEP y otros entes tienen en algunos sectores de servicios, la falta de claridad sobre los alcances que tiene cada institución, aunado a la limitación de recursos con que cuentan, hace que la población perciba vacíos en la fiscalización y se sienta insatisfecha en los controles que se ejerce para que los prestadores de servicios cumplan efectivamente con sus obligaciones para con los usuarios. Es muy importante, en las revisiones de normativa, lograr la mayor claridad posible en cuanto a las competencias de los entes involucrados y, sobre todo, asegurar que la normativa cubra adecuadamente las condiciones en que los servicios deben prestarse.

Es importante también que la ARESEP busque y asegure medios idóneos para llevar a cabo la fiscalización que le corresponde, y dar así respuesta adecuada a las necesidades y justas demandas de los usuarios.

De la experiencia en la Dirección, sectores en los que es muy importante fortalecer las capacidades de la ARESEP y otros entes involucrados en la fiscalización, son los de transporte en modalidad autobús y taxi, y en el sector de energía, suministro de GLP y distribución (cadena) de combustibles.

En el sector de transportes, cabe destacar lo referente al cumplimiento de las disposiciones de la Ley 7600, específicamente, el disponer de rampas de acceso para usuarios con discapacidad. Ante consulta sobre proyecto de Ley en trámite en la Asamblea Legislativa, señalábamos la posibilidad de incluir el cumplimiento de esta disposición, como requisito para acceder a un ajuste tarifario.

En el suministro de GLP, es importante hacer notar la situación que se ha presentado con la odorización del producto, aspecto sobre el que se han recibido quejas, cuya fiscalización es compleja y podría acusar la necesidad de revisar la normativa y, sobre todo, que puede representar un peligro importante para la población.
Observaciones sobre otros asuntos de actualidad 
Algunos temas de la Dirección, sobre los que es importante trabajar, son los siguientes:

Informes de quejas. 
Mediante resolución RRG-7635-2007, se estableció una serie de disposiciones que deben cumplir los prestadores de los servicios públicos, respecto a la atención de las quejas planteadas por sus usuarios. Entre ellas, disponer de mecanismos de información para que el usuario conozca su derecho a quejarse y denunciar, llevar registro de las quejas presentadas y la atención que se les dio, brindar respuesta oportuna, elaborar un informe que deben remitir semestralmente a la ARESEP, sobre estos casos, y el cumplimiento de la resolución. La presentación de este informe es, además, requisito para las solicitudes de revisión tarifaria de las empresas, establecido mediante RRG-6570-2007. 
La Dirección de Participación del Usuario recibe y registra estos informes, que son muy disímiles entre las distintas empresas y sectores. Muchos de ellos apenas cumplen con lo requerido, en forma escueta, y son numerosos los que señalan que, en el período evaluado, no recibieron queja alguna de usuarios.
La Dirección no ha dispuesto del recurso que le permita llevar a cabo una revisión exhaustiva de estos informes, menos aún, de llevar a cabo una fiscalización en el sitio, que permita comprobar la veracidad de lo señalado.

Se considera importante revisar la disposición que obliga a las empresas a presentar dicho informe semestral a la ARESEP. Analizar los beneficios que de ella se pueden derivar, y los costos que implica. Analizar la capacidad que puede tener la institución para hacer de éste un instrumento realmente útil a los propósitos de la regulación, más allá de un requisito.
Una posibilidad que se ha analizado es la de proponer que se elimine como requisito la presentación del informe, aunque no las disposiciones que establecen la obligación de atender debidamente los reclamos de los usuarios. Aún sin que presenten el informe, la Autoridad Reguladora podría fiscalizar el cumplimiento de esas obligaciones, en cualquier momento.
Otra posibilidad, si se decide mantener la obligación y requisito de entrega del informe semestral, es la de establecer disposiciones sobre la forma en que debe presentarse, la información que debe contener (detalle), la de mayor interés y valor para la institución, y que pueda ser comparable entre empresas y sectores, de manera que pueda ser mejor aprovechada para los propósitos institucionales. De mantenerse el requisito, sí es importante reconocer que se requiere destinar más recursos al manejo y utilización de estos informes, del que se dispone actualmente.
Morosidad de empresas con la CCSS.
Las empresas prestadoras de servicios están en la obligación de cumplir con las cuotas obrero patronales. Estar al día con la CCSS es, además, un requisito para la presentación de solicitudes de ajuste tarifario ante la ARESEP.  Por tanto, cuando la Dirección de Servicio (Energía, Agua, Transportes) de la institución analiza la admisibilidad de una petición, verifica la condición de la empresa: si incumple con la CCSS, debe rechazarse ad portas.

El artículo 38 de la Ley 7593 establece, como una de las causales de sanción y eventual cancelación de la concesión a un prestador, el incumplimiento de la obligación de asegurar a los trabajadores ante la CCSS. Por ello, cuando se detecta este incumplimiento, por revisión de funcionarios de la ARESEP, o ante denuncia de externos, puede proceder la apertura de un procedimiento sancionador.
Estas son las dos vías en las que la ARESEP tradicionalmente actúa, al respecto de esta obligación de los prestadores de servicios, para con la CCSS.

En 2009, con motivo de la realización de un estudio tarifario de carácter general en el sector de autobuses, en el que no se indicó como requisito específico para acceder al ajuste, el estar al día en las cuotas con la CCSS, hubo manifestaciones de distintas personas y entes, inconformes con el proceder de la institución al respecto. En su momento, se explicó que la institución actuó a derecho, por tratarse de una revisión de oficio, no de una petición tarifaria de las empresas.
Posteriormente, a petición del Regulador General, desde la Dirección se inició conversaciones con funcionarios de la CCSS, para informarles sobre las formas en que la institución actúa y cumple con lo que dispone el ordenamiento y, ofrecerles una acción adicional que podríamos realizar. Se les propuso remitirles un listado de los prestadores de servicios públicos regulados, y que nos informaran periódicamente del resultado de las revisiones que ellos hacen del cumplimiento de obligaciones obrero patronales, para proceder nosotros como señala la Ley, en los casos de morosidad con la CCSS.  Inicialmente, los funcionarios de la CCSS manifestaron su interés en esta iniciativa; sin embargo, posteriormente se recibió nota en la que se nos expresó que esto no les sería posible.

Por tanto, la institución continúa con la atención de lo que la Ley dispone, revisa la situación de las empresas y actúa conforme a su condición, cuando se presentan solicitudes tarifarias, y ante las denuncias que se reciben, que pueden ser de usuarios u otros, ha ocurrido que funcionarios de la CCSS, a cargo de alguna de sus sucursales, presentan denuncias en este sentido.

Pero es importante hacer ver que la posibilidad ofrecida a la CCSS permitiría llevar un control mucho mayor de los casos de incumplimientos; si no es posible actualmente que esa institución nos alimente con la información, el esfuerzo que se requeriría para hacer ese tipo de revisiones desde la Dirección es considerable, e implicaría destinar recursos adicionales a esa labor.
También, es importante tener presente esta situación para considerar, a futuro, en próximos estudios tarifarios de oficio.
Convenio con IMAS

En línea con lo que dispone la Ley 7593 en el artículo 36, referente a la asignación de peritos para apoyar a usuarios que no dispongan de recursos económicos necesarios, en la formulación de oposiciones con estudios técnicos, la Dirección entró en conversaciones con el Instituto Mixto de Ayuda Social, en 2009 y el presente año, con el propósito de lograr su colaboración, para tener acceso a la información del sistema SIPO, que puede ser de mucha utilidad en el cumplimiento de nuestras funciones.

Hay ya una propuesta de convenio de cooperación interinstitucional planteada, en la que el Instituto ha planteado sus condiciones, que fue conocida por  el Regulador General, y se encuentra actualmente en revisión por parte de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria.

Interesa dar seguimiento a esta iniciativa, que está relacionada además con el Reglamento propuesto a la Junta Directiva. 

Cumplimiento de disposiciones giradas por la Contraloría General de la

 República
La Contraloría General de la República no ha expedido disposiciones dirigidas a la Dirección General de Participación del Usuario.
Cumplimiento de disposiciones o recomendaciones giradas por otros

órganos de control externo

Las disposiciones de la Sala Constitucional, con respecto a recursos que han sido presentados en casos de audiencias y consultas públicas, han sido siempre atendidas.

Unas de ellas han llevado a programar audiencias en 2 o más lugares distintos, cuando se conoce de un ajuste tarifario que afecta a determinada región. La Sala lo dispone, con fundamento en el derecho a la participación ciudadana; ello implica mayores costos en la realización de las actividades.
Preocupan algunos casos que se han presentado, en los que es importante hacer ver que no es posible llevar a cabo una audiencia en cada uno de los sitios (distritos, cantones) que podrían verse afectados con la decisión, por los recursos que ello significaría.  Por ejemplo, en los casos de las audiencias a nivel nacional, la Autoridad Reguladora está presente, además de San José, a través del sistema de videoconferencia y con presencia de sus funcionarios, en 7 otros sitios: Tribunales de Justicia de Limón, Ciudad Quesada, Pérez Zeledón, Heredia, Cartago, Puntarenas y Liberia.  Por disposición de la Sala Constitucional, se lleva a cabo una audiencia presencial en Bribrí, Talamanca. Pero en un caso reciente, debió llevarse a cabo, adicionalmente, una audiencia en Acosta, para conocer uno de estos estudios. Uno podría preguntarse qué ocurriría si habitantes de tantos otros cantones del país, y distritos, presentaran recursos de amparo y fueran declarados con lugar, como en este caso.  No sería posible estar presente en cada una de esas localidades. Precisamente, el sistema de videoconferencia busca brindar más facilidades y posibilidades a los interesados de participar, pero se entiende que debe hacerse algún esfuerzo por acudir a las audiencias. Quien desee plantear una oposición o coadyuvancia, además, puede hacerlo mediante documento escrito, que puede presentar a la ARESEP por un período de al menos 20 días previos a la audiencia, o el día de la audiencia, en los sitios donde se lleva a cabo.
Las disposiciones,  recomendaciones y solicitudes que se han recibido de la Defensoría de los Habitantes, han sido puntualmente atendidas.

Cumplimiento de recomendaciones formuladas por la Auditoría Interna

La Auditoría Interna no ha formulado recomendaciones a la Dirección General de Participación del Usuario en este período.
Laura  Suárez Z.
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